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El cambio de contexto sucedido entre enero y
septiembre de 2022 evidencia dos puntos

centrales a integrar en el análisis de la
violencia feminicida que ha negado la vida a

por lo menos 49 mujeres caucanas en los
primeros nueve meses del año. En el presente
informe se busca explorar con mayor detalle

estos elementos, con el objetivo de promover
el debate social en la materia y fortalecer la

incidencia feminista dirigida superar las
violencias patriarcales en los territorios

caucanos.



El primer elemento por explorar, ya abordado
previamente en otros informes se relaciona

con la ausencia de una estructura estatal
comprometida con la garantía de los derechos

humanos de las mujeres. Esta precariedad
institucional evidente, especialmente en las
ruralidades colombianas, afecta de manera

sistemática la vida de las mujeres, y responde
no solo a la fragilidad financiera del sistema

público a partir de la cual se justifica la
inacción y la impunidad cotidiana, sino que es

el resultado complementario de la
reproducción de una estructura ética patriarcal
al interior de la institucionalidad en razón a la
cual se apropian y normalizan las actitudes de

desprecio hacia las denuncias y solicitudes
interpuestas por las mujeres.



Así, aunque el contexto caucano
evidencia una constante interacción

de factores que profundizan los
ciclos de violencia hacia las mujeres,

la institucionalidad continúa
direccionando sus acciones a partir

de un análisis básico que en el mejor
de los casos significa la atención de

las mujeres víctimas, esto es, la
recepción de la denuncia y la gestión

de algunas sesiones de
acompañamiento psicosocial en

muchos casos con personal pasante
de programas de psicología de

algunas universidades privadas con
presencia especialmente en la capital

del departamento.

El segundo elemento se relaciona con la expansión de
cultivos de uso ilícito, de las lógicas del narcotráfico y de
la militarización de los territorios que se deriva de la
mencionada ausencia estatal y la creciente disputa
violenta de diversos actores armados que buscan
controlar las rutas geográficas estratégicas para
mantener o reforzar las economías ilegales, situación que
presiona cambios culturales en donde el lugar de las
mujeres se deriva de la cosificación y la
hipersexualización de su cuerpo.

La interacción de estos elementos entre otros ha dejado 49
mujeres asesinadas entre enero y septiembre de 2022. Si bien
el exacerbado número de feminicidios reportados en estos
nueve meses han sido denunciados públicamente de manera
reiterada por parte de diversas organizaciones de mujeres de
la sociedad civil, la respuesta gubernamental ha sido lenta y
desarticulada, mostrándose ineficaz en el desarrollo de una
estrategia preventiva, así como en la implementación de
acciones de protección inmediata en los casos de riesgo
feminicida.

La ausencia de una estrategia de
interlocución interinstitucional en el

cual se desarrollen lecturas integrales,
de mayor complejidad como las que
amerita la coyuntura para facilitar la

advertencia de riesgos, amenazas y la
definición de acciones articuladas de

prevención y protección, genera
adicionalmente una sobrecarga en las

organizaciones sociales de mujeres
que desde el activismo, con limitados

recursos construyen redes de
denuncia, apoyo jurídico y psicosocial,

desarrollando incluso acciones auto
gestionadas de seguimiento a las

tareas institucionales, pues además no
hay una política estatal dirigida a la
rendición de cuentas periódica que

presente los criterios de destinación
de presupuestos públicos, ni el

impacto real de las acciones
desarrolladas a la fecha en materia de
prevención y atención de violencias

por parte de las alcaldías o la
gobernación.



Es decir, tras la precariedad institucional
existe una intencionalidad a partir de la

cual se refuerza en la mentalidad del
funcionariado público prejuicios machistas
con los cuales se legitima la expresión de

juicios de valor que justifican las
violencias hacia las mujeres, se anula su

carácter como sujetas políticas, y se
descalifica la priorización de sus casos en

las agendas de la administración de la
justicia porque siempre “hay asuntos más

urgentes e importantes que atañen al
conjunto de la sociedad”

Es importante reconocer la decisión
política oculta en la fragilidad del

sistema público porque a partir de este
reconocimiento se profundiza el análisis
de las transformaciones necesarias en la

ética profesional que aprende
cotidianamente cada uno/a e los/as
funcionarios/as públicos/as que dan

vida a la figura del Estado. Sin reconocer
que existe este ethos al interior de la

estructura estatal, se corre el riesgo de
dirigir únicamente los esfuerzos del

movimiento a la consecución de
victorias normativas que no logran
traducirse en logros reales para el

movimiento feminista.

Como se menciona en el primer elemento de análisis, este tipo de falencias no responden
únicamente a la sobrecarga de tareas que afecta a las entidades públicas, sino que deben

entenderse a partir de una reflexión estructural sobre la ausencia de una voluntad
política clara para tomar decisiones que permitan materializar las condiciones

institucionales necesarias para garantizar la vida e integridad de las mujeres en el
departamento.  En síntesis, la realidad institucional es la consecuencia de una decisión

política a partir de la cual se ha configurado una ética institucional patriarcal que no
permite la aplicación de los avances normativos logrados para la protección de la vida y

los derechos humanos de las mujeres.

A este panorama marcado por un Estado
incapaz de garantizar derechos civiles,

desarticulado o inexistente a nivel
territorial por la precaria financiación, la
corrupción y la ausencia de una voluntad

política clara que propenda por llevar a los
territorios las funciones estatales

concentradas en los principales centros
urbanos del país, se añade la recurrente

práctica de instrumentalización de la
violencia como herramienta para resolver

diferencias político-ideológicas, hecho
sistemático en la historia del país que ha

permitido posicionar la militarización como
canal simbólico privilegiado a partir del
cual se legitima la autoridad política. En

este contexto la lógica ´narco´ encuentra
un ambiente funcional al armamentismo
cotidiano, que genera nuevos impactos

sobre los cuerpos y vidas de las mujeres. 



La evidente incursión de simbologías del
poder narco en los territorios caucanos

no es nueva, ha permeado pausadamente
desde hace años la cotidianidad colectiva.

A partir de las costumbres ´narco´ los
cuerpos de las mujeres se convierten en

instrumentos de visibilización del
dominio masculino, por lo que fenómenos
como las intervenciones quirúrgicas que
resaltan la voluptuosidad se convierten

en prueba de la potencia económica y del
control de los ‘patrones’ sobre todos los
territorios, incluyendo los cuerpos de las

mujeres.

Si bien la asignación de roles
secundarios, dóciles y carentes de poder
ha sido una realidad histórica impuesta

por el patriarcado, la lógica ´narco´
busca de manera acelerada la

cosificación de las mujeres a partir de
criterios de satisfacción del placer

sexual masculino, generando impactos
graves sobre los derechos a la libertad y
la autonomía de las mujeres, y sobre los

proyectos de vida de niñas y jóvenes
que reciben a diario presiones

simbólicas que resaltan la retribución
económica de la hipersexualización.



A su vez, la instalación de las economías
ilegales con todo su acervo ´cultural´ no

sería posible sin el miedo y el silencio
obtenido a través del uso de la violencia
armada. Las dinámicas ´narco´ se ufanan
de la posesión y utilización de las armas
de fuego, fortaleciendo en el imaginario
público la visión militarista con la cual

se legitima la autoridad territorial.



El fortalecimiento de un ambiente militarista
que promueve el acceso y porte de armas

cotidiano refuerza los patrones de violencia
política y fractura los procesos democráticos

de las comunidades que ante la ausencia
estatal han creado durante décadas

estructuras organizativas comunitarias,
étnicas y populares propias para la protección
de la vida y los territorios. Así, al conjugarse

con las lógicas ´narco´ que posicionan la
propiedad masculina sobre los cuerpos de las
mujeres, el militarismo agudiza los riesgos de
la violencia feminicida que se ha ejecutado en
los últimos años principalmente con armas de

fuego.

Los elementos expuestos generan una alerta
que requiere la atención institucional

inmediata en los niveles local y departamental,
pues las condiciones de desigualdad económica

que someten a muchas mujeres a la
informalidad y al desempleo, benefician la

incursión de dinámicas de explotación sexual,
así como la vinculación de mujeres y sus

familias a economías ilegales como la única
posibilidad para enfrentar la pobreza que

golpea al campo colombiano. Así mismo, la
desfinanciación y ética patriarcal presente en
el sistema público genera mayores riesgos de

corrupción que entorpecen el ya limitado
acceso a la justicia para las mujeres. Bajo estas

condiciones urge la implementación de
medidas integrales inmediatas que protejan los

derechos de las mujeres, promuevan su
autonomía económica y reconozcan su

liderazgo político, social y cultural. 
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